
Buenos Aires,

CSJ 880/2007 (43-F)/CSl
ORIGINARIO
Federación Argentina de la Magistratura cl Sal-
ta, Provincia de si acción declarativa de in-
constitucionalidad.

Vistos los autos: "Federación Argentina de la Magistratura
cl Salta, Provincia de si acción declarativa de inconstituciona-
lidadu, de los que

Resulta:

1) A fs. 15/20 la Federación Argentina de la Magis-
tratura promueve acción declarativa de certeza contra la Provin-
cia de Salta en: lo~ términos del articulo 322 del Código Proce-
sal Civil y Comercial de la Nación, a fin de que se declare la
inconstitucionalidad del articulo 156, primer párrafo, de la
Constitución local (según lo establecido por la reforma de 1998
al texto sancionado en 1986) en cuanto dispone que "Los Jueces
de la Corte de Justicia son nombrados por el Poder Ejecutivo con
acuerdo del Senado prestado en sesión pública. Duran seis años
en sus funciones pudiendo ser nombrados nuevamenteu•

Sostiene, para fundamentar la presente accióu, que el
texto del primer párrafo del actual articulo 156, al prever un
sistema periódico de nombramiento de los integrantes de la Corte
de Justicia, es contrario al principio de inamovilidad de los
jueces y, por ende, violatorio del Preámbulo de la Constitución
Nacional -que se refiere al objeto de "afianzar la justiciau-,
de las previsiones de los articulos 10, 50, 18, 31, 75, inciso
22 y 110 de la Constitución Nacional, y del articulo 8 o de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Afirma que el principio de inamovilidad de los jueces
en sus funciones mientras dure su buena conducta constituye una
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regla basilar del régimen republicano que ha sido desconocido
por la norma impugnada, que afecta la garantía de independencia
del Poder Judicial.

Solicita finalmente el dictado de una medida cautelar
de no innovar a fin de que se ordene al Estado local que se abs-
tenga de aplicar la norma atacada y, como complemento, se dis-
ponga la permanencia en el cargo de los jueces de la Corte de
Justicia de Salta, hasta tanto se dicte sentencia definitiva en
esta causa.

11) A fs. 27/34 esta Corte declara -por mayoría (con
la disidencia de los jueces Highton de Nolasco, Argibay y Maque-
da) que la causa corresponde a su competencia originaria, ordena
correr traslado de la demanda y rechaza la medida cautelar soli-
citada.

111) A fs. 101/110 la Provincia de Salta contesta la
demanda y opone la excepción de incompetencia, alegando que la
causa es ajena a la jurisdicción originaria de esta Corte pues
la previsión impugnada, relativa al modo en el que son nombrados
los magistrados locales, se encuentra entre las atribuciones no
delegadas al gobierno federal.

Arguye que el planteo no entraña una cuestión federal
predominante que pueda ser resuelta mediante el mero confronte
entre la norma objetada y los preceptos de la Constitución Na-
cional, sino que la pretensión exige interpretar cláusulas de la
Consti tución local relativas al ejercicio independiente de la
magistratura, a la apertura de la carrera judicial y a la igual-
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dad de oportunidades (artículos 150, 151, 156 Y 184 de la Cons-
titución provincial) .

Afirma que la acción intentada es inadmisible en los
términos del artículo 322 del Código Procesal Civil y Comercial
de la Nación, puesto que la actora cuenta con una vía alternati-
va para hacer valer el derecho que pretende tutelar, cual es, la
acción popular de inconsti tucionalidad prevista en el artículo
92 de la Constitución local.

En relación con el fondo de la controversia, mani-
fiesta que la pretensión de la actora está fundada en una iden-
tificación incorrecta entre el principio que asegura a los ma-
gistrados inamovilidad en el cargo mientras dure su designación
y el carácter vitalicio del nombramiento. Sostiene que solamente
la inamovilidad por el término de la designación constituye una
garantía de la separación de poderes que las provincias deben
respetar al momento de darse sus instituciones. Agrega que, por
el contrario, el ejercicio vitalicio de la función de juez es un
atributo del cargo que la Constitución Nacional establece para
los magistrados del Poder Judicial de la Nación por decisión del
consti tuyente federal, pero no resulta exigible a las provin-
cias, pues no viene impuesta por la forma republicana de gobier-
no, la división de poderes o la independencia judicial, que pue-
den ser aseguradas adecuadamente mediante diseños instituciona-
les distintos al del Estado Nacional.

Señala que ni los tratados internacionales de dere-
chos humanos ni los organismos regionales encargados de velar
por su cumplimiento, han considerado que el carácter vitalicio
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del cargo de magistrado sea un presupuesto indispensable para la
independencia e imparcialidad del Poder Judicial en ninguno de
sus pronunciamientos. Concluye que la inamovilidad vitalicia
contemplada en la Constitución Nacional para los magistrados na-
cionales y federales no es trasladable a las provincias con fun-
damento en los artículos 5° y 31, ni deben estas necesariamente
reproducirla en su jurisdicción local.

Aduce que la experiencia ha demostrado que la perio-
dicidad de los nombramientos no ha obstaculizado el afianzamien-
to de la justicia en la provincia y observa que el sistema ins-
trumentado por el constituyente salteño garantiza el principio
de separación de poderes al prever períodos más extensos para el
desempeño de los cargos de jueces de la Corte -seis años-, y de
gobernador -cuatro años- (artículos 140 y 156, Constitución pro-
vincial) .

IV) A fs. 119/120 -por mayoría- se rechaza la excep-
ción de incompetencia y a fs. 126 se confiere a las partes un
traslado por su orden a fin de que cada una se expida sobre la
cuestión debatida, el que fue contestado a fs. 205/206 por la
Federación Argentina de la Magistratura y a fs. 209/211 por la
Provincia de Salta.

V) A fs. 217/222 dictamina el señor Procurador Fiscal
subrogante, y a fs. 224 se llaman "autos para sentencia".

Considerando:

l°) Que esta Corte reiteradamente ha establecido que
la apertura de su jurisdicción originaria en razón de la materia
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solo procede cuando la acción entablada se basa directa y exclu-
sivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacio-
nal, leyes del Congreso o tratados, de tal suerte que la cues-
tión federal sea la predominante en la causa.

Cabe entonces tener en cuenta que, a los efectos de
determinar la competencia, más allá de las normas que la actora
invoca como fundamento de su pretensión, corresponde atender de
modo principal a la exposición de los hechos que hace en la de-
manda y, en la medida en que se adecue a ellos, a las normas en
principio aplicables de la Constitución provincial.

En este marco, la instancia originaria será improce-
dente cuando se incluyan cuestiones de índole local y de compe-
tencia de los poderes provinciales, ya que la autonomía de las
provincias determina la adopción de este criterio, a fin de lo-
grar el equilibrio que debe coexistir evitando acrecentar los
poderes del gobierno central en detrimento de las facultades
provinciales y viceversa (causa "Díaz", Fallos: 329:5814, entre
otros) .

2°) Que la naturaleza y las implicancias de la acción
interpuesta llevan a reiterar que este Tribunal, desde sus pri-
meros pronunciamientos, jamás ha descuidado la esencial auto-
nomía y dignidad de las entidades políticas por cuya voluntad y
elección se reunieron los constituyentes argentinos, y es por
ello que, en virtud de las atribuciones que las provincias se
han reservado en el marco de los artículos 121 y 122 de la Cons-
titución Federal, Salta conserva la competencia privativa y ex-
cluyente para establecer los procedimientos y condiciones para
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la elección y nombramiento de sus funcionarios, reserva que ex-
cluye categóricamente la intervención del gobierno federal en la
integración de los poderes locales (conforme doctrina de los
jueces Highton de Nolasco y Maqueda en Fallos: 329:3021; y causa
"Paredes, Eduardo y Pessoa, Nelson" -Fallos: 329:3027-, alli re-
ferida) .

3 0) Que en resguardo de los legi timos fueros de las
entidades que integran el gobierno federal dentro de su normal
jerarquia, se expresó con meridiana claridad en el precedente de
Fallos: 176:315 "Camps" -criterio ratificado en Fallos: 328:3555
"Asociación de Comunidades Aborigenes Lhaka Honhat"- que "contra
las leyes y decretos provinciales que se califican de ilegi ti-
mos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad
del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Na-
cional, tratados con las naciones extranj eras, o leyes federa-
les, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se ar-
guye que una leyes contraria a la Constitución provincial o un
decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a
la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el de-
creto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y
nacionales, debe irse primeramente ante los estrados de la jus-
ticia provincial y, en su caso, llegar a esta Corte por el re-
curso extraordinario del articulo 14 de la ley 48".

4°) Que en aplicación de las doctrinas expuestas, ca-
be hacer notar que en el caso en estudio la primera confronta-
ción normativa se produce entre articulos de la Constitución de
la Provincia de Salta.
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En efecto, los términos de la demanda, que se centran
en la afectación de la garantía de independencia del Poder Judi-
cial, permiten advertir que se ha formulado en el caso un plan-
teamiento conjunto y no exclusivamente federal -como se requiere
para que proceda la competencia originaria de la Corte- pues el
juez que deba resolver la controversia tendrá que interpretar si
las disposiciones de la norma impugnada no solo confrontan la
Constitución Nacional (artículos 10, 50, 18, 31, 75, inciso 22 y

110) sino también si contrarían las disposiciones de los artícu-
los 150 y 151 de la misma Constitución provincial. El primero de
los nombrados, en cuanto a la composición del Tribunal, prescri-
be que "El Poder Judicial de la Provincia es ejercido por una
Corte de Justicia, que asegura el ejercicio independiente de la
función judicial..."y el segundo, en resguardo de su independen-
cia, afirma que "El Poder Judicial, para afirmar y mantener la
inviolabilidad de su independencia orgánica y funcional, tiene
todo el imperio necesario".

5 o) Que la evidencia de que los cuestionamientos de
la actora remiten ineludiblemente á la consideración de temas
que pertenecen al derecho público local surge nítida a poco de
observar que la Constitución salteña de 1998 no solamente re-
formó la norma que impugna la actora, sino que también agregó al
citado artículo 150 (correspondiente al artículo 146 de la Cons-
titución de 1986) la previsión atinente a que la Corte de Justi-
cia "asegura el ejercicio independiente de la función judicial".

Es entonces a la luz de la Constitución local que
podrá arribarse a una conclusión respecto de los planteos formu-
lados, que están vinculados centralmente a la interpretación y
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aplicación de -al menos- otras dos normas de la Constitución
provincial sustancialmente relativas a la independencia del Po-
der Judicial .

.6°) Que, en consecuencia, se advierte que la inter-
pretación de la norma local impugnada con las disposiciones fe-
derales en la materia, no constituye el único camino para deter-
minar si la expresa previsión en ella contenida supera o no el
test de constitucionalidad.

Por el contrario, el tema a decidir determinará que
se diluciden -en primer término y con relación a los cuestiona-
mientos que se formulan- puntos de derecho público provincial de
carácter constitucional, extremo que evidencia que la exégesis
de ese precepto y de las instituciones de derecho público local
puede ser determinante en la causa. Ello, desde ya, sin perjui-
cio de que el Tribunal, en su momento y como ya quedó expuesto,
pueda entender en los temas federales comprometidos, por. la vía
extraordinaria (Fallos: 328:3555; 329:5814 y 331:1302).

7°) Que el estado procesal de las actuaciones no obs-
ta a un pronunciamiento como el indicado, pues la competencia
originaria de esta Corte -de incuestionable raigambre constitu-
cional- reviste el carácter de exclusiva e insusceptible de ex-
tenderse, por persona ni poder alguno, como lo ha establecido
una constante jurisprudencia del Tribunal (Fallos: 271:145;
280:176; 302:63), razón por la cual la inhibición que se postula
debe declararse de oficio en cualquier estado de la causa y pese
a la tramitación dada al asunto (Fallos: 109:65; 249:165;
250:217; 258:342; 259:157, entre muchos otros)
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Por ello, oído el señor Procurador Fiscal subrogante, se
resuelve: Declarar que esta causa no corresponde a la instancia
originaria de esta Corte. Notifíquese, comuníquese a la Procura-
ción General de la Nación y, oportunamente, archívese.

JUAN CARLOS MAQUEDA

HORACIO ROSATT'
vo-//-
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-//-TO DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON HORACIO ROSATTI

Resulta:

Que el infrascripto coincide con los resultandos I a
V que encabezan este pronunciamiento, a los que cabe remitir en
razón de brevedad.

Considerando:

1°) Que en el marco del ideario federal generador de
la Constitución Nacional, las provincias guardan subordinación
con el Estado Federal en los estrictos términos jurídicos de la
Norma Fundamental nacional. No se trata de una subordinación in-
determinada sino limitada por la Carta Magna y que bien puede
ser considerada como una "autolimitación", en la medida en que
las provincias originarias son quienes fundaron al Estado Nacio-
nal, tal como se remarca en el Preámbulo constitucional. En tal
sentido deben ser interpretadas las cláusulas de los artículos
5°, 31, 124 (en lo pertinente), 126, 127 Y 128, así como la com-
petencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación
en los términos del artículo 117 de la Norma Fundamental de la
Nación.

Situado el análisis baj o esta perspectiva, cabe re-
cordar que la autonormati vidad constituyente de las provincias
tiene reconocimiento constitucional explícito cuando se afirma
que "cada provincia dicta su propia constitución" (artículo 123,
Constitución Nacional), "bajo el sistema representativo republi-
cano, de acuerdo con los principios, declaraciones y garantías
de la Constitución Nacional; y que asegure su administración de
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justicia, su régimen municipal y la educación primaria (artículo
5°, Constitución Nacional)u.

2°) Que la naturaleza y las implicancias de la acción
interpuesta llevan a reiterar que este Tribunal, desde sus pri-
meros pronunciamientos, jamás ha descuidado la esencial auto-
nomía y dignidad de las entidades políticas por cuya voluntad y
elección se reunieron los constituyentes argentinos, y es por
ello que, en virtud de las atribuciones que las provincias se
han reservado en el marco de los artículos 121 y 122 de la Cons-
titución Federal, Salta conserva la competencia privativa y ex-
cluyente para establecer los procedimientos y condiciones para
la elección y nombramiento de sus funcionarios, reserva que ex-
cluye categóricamente la intervención del gobierno federal en la
integración de los poderes locales (conforme doctrina de los
jueces Highton de Nolasco y Maqueda en Fallos: 329: 3021; y la
causa "Paredes, Eduardo y Pessoa, Nelsonu -Fallos: 329:3027-,
allí referida)

3 0) Que la autonormati vidad constituyente provincial
reconocida en la Constitución Nacional implica la potestad de
las autoridades provinciales para interpretar el ordenamiento
jurídico local y, en particular, para ponderar con criterio
sistémico las diversas cláusulas de la norma suprema provincial
aplicables al caso en estudio (artículo 156 atinente a la inamo-
vilidad temporaria de los magistrados de la Corte de Justicia,
artículos 150 y 151 en lo que refiere a la independencia del Po-
der Judicial y artículo 153 con referencia a la naturaleza del
sistema de control de constitucionalidad instrumentado por el
constituyente provincial). Todo ello, sin perjuicio de la poten-
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cial posterior actuación de la Corte Suprema de Justicia de la
Nación en los términos del artículo 14 de la ley 48, con rela-
ción a los temas federales comprometidos.

En consecuencia, el análisis de la competencia origi-
naria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en virtud del
artículo 117 de la Norma Fundamental debe ser enmarcado en el
ideario federal ínsito en la Constitución Nacional, conforme al
cual no es posible concebir un bien general que se edifique so-
bre la anulación de una idiosincrasia local.

4°) Que lo sostenido en los considerandos precedentes
resulta acorde con la reiterada doctrina de esta Corte que ha
establecido que la apertura de su jurisdicción originaria en
razón de la materia solo procede cuando la acción entablada se
basa directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales
de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados, de tal
suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa.

Cabe entonces tener en cuenta que, a los efectos de
determinar la competencia, más allá de las normas que la actora
invoca como fundamento de su pretensión, corresponde atender de
modo principal a la exposición de los hechos que hace en la de-
manda y, en la medida en que se adecue a ellos, a las normas en
principio aplicables de la Constitución provincial.

En este marco, la instancia originaria será improce-
dente cuando se incluyan cuestiones de índole local y de compe-
tencia de los poderes provinciales, ya que la autonomía de las
provincias determina la adopción de este criterio, a fin de lo-
grar el equilibrio que debe coexistir evitando acrecentar los
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poderes del gobierno central en detrimento de
provinciales y viceversa (causa "DiazU, Fallos:
otros) .

las facultades
329:5814, entre

5 0) Que en resguardo de los legi timos fueros de las
entidades que integran el gobierno federal dentro de su normal
jerarquia, se expresó con meridiana claridad en el precedente de
Fallos: 176:315 "CampsU -criterio ratificado en Fallos: 328:3555
"Asociación de Comunidades Aborigenes Lhaka HonhatU- que "contra
las leyes y decretos provinciales que se califican de ilegiti-
mos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad
del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Na-
cional, tratados con las naciones extranj eras, o leyes federa-
les, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se ar-
guye que una leyes contraria a la Constitución provincial o un
decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a
la justicia provincial (...); y c) si se sostiene que la ley, el
decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales
y nacionales, debe irse primeramente ante los estrados de la
justicia provincial y, en su caso, llegar a esta Corte por el
recurso extraordinario del articulo 14 de la ley 48u•

6°) Que, asimismo, esta solución conlleva el recono-
cimiento de la legitima oportunidad de las autoridades locales
para interpretar las normas provinciales, afianzando de este mo-
do el valor epistemológico de la democracia deliberativa (Nino,
Carlos Santiago, "La paradoj a de la irrelevancia moral del go-
bierno y el valor epistemológico de la democraciau, en AA. VV. ,
"En torno a la democraciau, Ed. Rubinzal-Culzoni, 1990, pág. 97
Y ss.). Conviene asimismo recordar el razonamiento de John
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Stuart Mill, cuando remarcaba la importancia de no silenciar a
ninguna voz para evitar "un robo a la especie humana, a la pos-
teridad y a la generación presente, a los que se apartan de esta
opinión y a los que la sustentan, y quizá más. Si esta opinión
es justa se les priva de la oportunidad de dejar el error por la
verdad; si es falsa, pierden lo que es un beneficio no menos
grande: una percepción más clara y una impresión más viva de la
verdad, producida por su choque con el error ..." (Mill, John S.,
"Sobre la libertad", Ed. Aguilar, pág. 33).

7°) Que en aplicación de las doctrinas expuestas, ca-
be hacer notar que en el caso en estudio la primera confronta-
ción normativa se produce entre artículos de la Constitución de
la Provincia de Salta.

En efecto, los términos de la demanda, que se centran
en la afectación de la garantía de independencia del Poder Judi-
cial, permiten advertir que se ha formulado en el caso un plan-
teamiento conjunto y no exclusivamente federal -como se requiere
para que proceda la competencia originaria de la Corte- pues el
juez que deba resolver la controversia tendrá que interpretar si
las disposiciones de la norma impugnada no solo confrontan la
Constitución Nacional (artículos 1°, 5°, 18, 31, 75, inciso 22 y

110) sino también si contrarían las disposiciones de los artícu-
los 150 y 151 de la misma Constitución provincial. El primero de
los nombrados, en cuanto a la composición del Tribunal, prescri-
be que "El Poder Judicial de la Provincia es ejercido por una
Corte de Justicia, que asegura el ejercicio independiente de la
función judicial..."y el segundo, en resguardo de su independen-
cia, afirma que "El Poder Judicial, para afirmar y mantener la
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inviolabilidad de su independencia orgánica y funcional, tiene
todo el imperio necesario".

8°) Que la evidencia de que los cuestionamientos del
actor remiten ineludiblemente a la consideración de temas que
pertenecen al derecho público local surge nítida a poco de ob-
servar que la Constitución salteña de 1998 no solamente reformó
la norma que impugna la actora, sino que también agregó al cita-
do artículo 150 (correspondiente al artículo 146 de la Constitu-
ción de 1986) la previsión atinente a que la Corte de Justicia
"asegura el ej~rcicio independiente de la función judicial".

Asimismo la pretensión deducida también podría exigir
la consideración de la naturaleza del sistema de control de
constitucionalidad instrumentado por el constituyente provin-
cial, en el marco de la interpretación del artículo 153 de la
norma suprema local.

Es entonces a la luz de la Constitución local que
podrá arribarse a una conclusión respecto de los planteos formu-
lados en el sub examine, que están vinculados centralmente a la
interpretación y aplicación de -al menos- otras dos normas de la
Constitución provincial sustancialmente relativas a la indepen-
dencia del Poder Judicial.

90) Que, en consecuencia, se advierte que la inter-
pretación de la norma local impugnada con las disposiciones fe-
derales en la materia no constituye el único camino para deter-
minar si la expresa previsión en ella contenida supera o no el
test de constitucionalidad.
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Por el contrario, el tema a decidir determinará que
se diluciden -en primer término y con relación a los cuestiona-
mientas que se formulan- puntos de derecho público provincial de
carácter constitucional, extremo que evidencia que la exégesis
de ese precepto y de las instituciones de derecho público local
puede ser determinante en la causa. Ello, desde ya, sin perjui-
cio de que el Tribunal, en su momento y como ya quedó expuesto,
pueda entender en los temas federales comprometidos por la vía
extraordinaria (Fallos: 328:3555; 329:5814 y 331:1302).

10) Que el estado procesal de las actuaciones no obs-
ta a un pronunciamiento como el indicado, pues la competencia
originaria de esta Corte -de incuestionable raigambre constitu-
cional- reviste el carácter de exclusiva e insusceptible de ex-
tenderse, por persona ni poder alguno, como lo ha establecido
una constante jurisprudencia del Tribunal (Fallos: 271:145;
280:176; 302:63), razón por la cual la inhibición que se postula
debe declararse de oficio en cualquier estado de la causa y pese
a la tramitación dada al asunto (Fallos: 109:65; 249:165;
250:217; 258:342; 259:157, entre muchos otros)

Por ello, oído el señor Procurador Fiscal subrogante, se
resuelve: Declarar que esta causa no corresponde a la instancia
originaria de esta Corte. Notiflquese, comuníquese a la Procura-
ción General de la Nación y, oportunamente, archívese.

D1S1-//--
HORACIO ROSATT
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-//-DENCIA DEL SEÑOR MINISTRO DOCTOR DON CARLOS
ROSENKRANTZ

Resulta:

FERNANDO

l. La Federación Argentina de la Magistratura promue-
ve una demanda contra la Provincia de Salta a fin de obtener que
se declare la inconstitucionalidad del artículo 156, primer
párrafo, de la Constitución provincial (según texto reformado y
sancionado en 1998, B.O. del 22 de abril de 1998) por reputarlo
contrario a la Constitución Nacional, artículos 110, 75, incs.
22, 31, 18, 5'0 Y 10 y al artículo 8 o de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos.

El texto del artículo 156, primer párrafo, de la
Constitución de Salta dispone que "[lJos Jueces de la Corte de
Justicia son nombrados por el Poder Ejecuti vo con' acuerdo del
Senado prestado en sesión pública. Duran seis años en sus fun-
ciones pudiendo ser nombrados nuevamente".

La parte actora sostiene que el sistema adoptado por
la Constitución de la provincia es contrario a la Constitución
Nacional y los pactos internacionales sobre derechos humanos.
Afirma que el principio de inamovilidad de los jueces y funcio-
narios judiciales en su cargo mientras dura su buena conducta
constituye una regla basilar del régimen republicano y una con-
dición insoslayable de la independencia del Poder Judicial.

En su demanda, reconoce que la Constitución Nacional,
cuando se refiere a la inamovilidad de los jueces, en el artícu-
lo 110, incluye explícitamente a los integrantes del Poder Judi-
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cial de la Nación, pero estima que dicha disposición se extien-
de, por vía de los artículos 5° y 31 de la Constitución, a los
ordenamientos provinciales. Cita en apoyo de esta afirmación el
precedente "Iribarrenu (Fallos: 322:1253).

Recuerda que si bien en el pasado, algunas constitu-
ciones provinciales establecían, con diversas modalidades, un
plazo para el ejercicio de los cargos judiciales, en, la actuali-
dad es solamente la Provincia de Salta la que mantiene un siste-
ma semejante. Por lo demás, afirma que en el resto de las pro-
vincias el régimen de estabilidad vitalicia, es decir, de perma-
nencia en el cargo mientras dura la buena conducta del magistra-
do se ha incorporado a las respectivas constituciones.

Advierte que el carácter periódico de la designación
de los miembros de la Corte de Justicia afecta gravemente la in-
dependencia de1 Poder Judicial. Dice que el "sometimiento de la
renovación en el cargo a la evaluación y decisión de los poderes
políticos (el Poder Ejecutivo y el Senado), constituye un menos-
cabo indiscutiJ:51eu a la actuación del tribunal, efecto que se
extiende "en función de las relevantes funciones que le incumben
en su condición de máximo órgano jurisdiccional local a la tota-
lidad del Poder Judicial y a los derechos de la sociedad en su
conjuntou•

Es inaceptable, enfatiza, que se someta a los señores
jueces de la Corte de Justicia de Salta "a la búsqueda del favor
político, o a las resultas de su decisiónu COn el propósito de
mantenerse en el cargo, colocándolos en una situación de preca-
riedad que condiciona el afianzamiento de la justicia y .favorece
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la dependencia del Poder Judicial atando la permanencia de la
cabeza de este poder a la revalidación política periódica.

Concluye expresando que "el estánd~r que determina el
arto 110 de la Constitución Nacional" no tolera designaciones
periódicas, y esta directiva debió ser respetada por la provin-
cia, puesto que el artículo 5° de la Constitución le exige ase-
gurar la administración de justicia. La Provincia de Salta no
estaría, de acuerdo con la actora, cumpliendo con el Preámbulo
de la Constitución en cuanto manda "afianzar la justicia", ni
con su artículo 18 que prohíbe sacar a una persona de sus jueces
naturales y tampoco con el artículo 8° de la Convención America-
na sobre Derechos Humanos que establece el derecho de toda per-
sona a contar con un juez independiente e imparcial.

En resumen, la actora sostiene que el régimen consti-
tucional salteño según el cual los jueces de su tribunal supe-
rior duran en el cargo seis años determina que tales jueces no
cuentan con "inamovilidad" y por consiguiente tampoco son inde-
pendientes de los otros dos poderes del Estado. Al mismo tiempo,
sostiene que la inamovilidad significa duración vitalicia en el
cargo y que solamente de esa manera se asegura la independencia
del Poder Judicial.

La parte actora afirma que el caso corresponde a la
competencia originaria de la Corte porque se dirige directa y
exclusivamente a sostener la incompatibilidad del artículo 156,
primer párrafo, de la Constitución provincial con la Constitu-
ción Nacional y los tratados "constitucionalizados". Aclara al
respecto que no están en discusión los alcances o la interpreta-
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ción de las normas constitucionales locales y que el planteo no
refiere a cuestiones atinentes al derecho público provincial,
sino al "mero cotejo entre la norma constitucional provincial y
el modelo normativo que se deriva de la Constitución Nacional".
Cita en su favor el precedente "Amerisse", del año 2002 (Fallos:
325:3514) .

En lo concerniente al carácter justiciable de su pre-
tensión, manifiesta que la demanda no constituye el pedido de
una opinión consultiva, ni se trata de una "indagación meramente
especulativa", sino que "tiene fundamento en la situación fácti-
ca actual de la Corte de Justicia de Salta y la estabilidad de
sus miembros, buscándose concretamente que se reconozca a quie-
nes hoy revisten el carácter de Jueces de la Corte la garantía
de inamovilidad vitalicia, declarándose la inconstitucionalidad
del art. 156 de la Constitución ProvinciaL.". Agrega que la in-
dependencia del Poder Judicial y las garantías de sus integran-
tes que la sostienen, más precisamente, la inamovilidad y la in-
tangibilidad, no son disponibles por quienes eventualmente ejer-
cen la Magistratura, salvo en el aspecto patrimonial, pues exis-
te un interés social o colectivo en su efectiva vigencia. Por lo
tanto, "el caso judicial se configura con prescindencia de la
manifestación de voluntad de los directamente afectados, ge-
nerándose la legitimación activa de los presentantes".

Para fundar su legitimación activa, la Federación Ar-
gentina de la Magistratura cita el artículo 43 de la Constitu-
ción. Aclara que el caso no se trata de "derechos subjetivos pu-
ramente individuales de los jueces afectados por el sistema de
evaluación periódica' instituido por la Constitución de Salta ni
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de derechos patrimoniales, cuy [o] ejercicio y tutela correspon-
den exclusivamente a las personas afectadas Por el contrario,
la garantía del juez independiente -cuyo cor~elato es la garan-
tía de su inamovilidad- constituye un bien colectivo al que tie-
ne derecho todo ciudadano de la República, salvaguarda que, como
tal, es indivisible y no admite exclusión alguna".

Para restablecer la vigencia del principio republica-
no que, según la actora, se halla vulnerado por el artículo 156
de la Constitución de la Provincia de Salta, solicita que esta
Corte declare que los integrantes de la Corte de Justicia de
Salta actualmente en funciones cuentan con el derecho vitalicio
a permanecer en el cargo, es decir, sin una fecha de vencimien-
too

La actora también solicita que se dicte una medida
cautelar de no innovar a fin de que se ordenara a la demandada
que se abstuviera de aplicar la norma impugnada y, como comple-
mento, se dispusiera la permanencia en el cargo de los actuales
jueces de la Corte de Justicia, hasta tanto se dictase sentencia
definitiva en la causa.

11. A fs. 27/34 el Tribunal, por mayoría, admitió la
competencia originaria, rechazó la medida cautelar solicitada y
ordenó correr traslado de la demanda.

111. A fs. 101/110 la Provincia de Salta contesta la
demanda y solicita su rechazo. En el mismo acto opone excepción
de incompetencia de esta Corte para entender en el asunto.
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El fundamento central de esta defensa, además de las
consideraciones generales sobre el carácter estricto de las nor-
mas que rigen la competencia originaria, radica en que la pre-
tensión de la parte actora conduce, de modo inexorable, al aná-
lisis de la organización del Poder Judicial de las provincias,
que es una materia que ha sido conservada por estas al concurrir
a la formación del Estado Nacional (cfr. Fallos: 329:5814), por
lo que la Provincia de Salta conserva la competencia privativa y
excluyente para establecer los procedimientos y condiciones para
la elección y nombramiento de sus funcionarios, reserva que ex-
cluye categóricamente la intervención del gobierno federal en la
integración de los poderes locales (cfr. Fallos: 329: 3021), con
la obvia salved~d de que en este precepto la palabra "Gobiernou

incluye a la Corte Suprema, a la que no le incumbe "discutir la
forma en que las provincias organizan su vida autónoma conforme
al artículo 105 de la Constitución Nacionalu (Fallos: 177:390).

De manera adicional, se cita la decisión de esta Cor-
te en el caso "Federación Argentina de la Magistratura y otra cl

Neuquén, Provincia del si acción declarativa de inconstituciona-

lidadu, del 23 de febrero de 2010. En dicho pronunciamiento la
Corte Suprema declaró que era ajena a su competencia originaria
la pretensión de que se declare contraria a la Constitución Na-
cional (artículo 110) la facultad del consejo local de la magis-
tratura para evaluar periódicamente la aptitud de los jueces.
Dice la demandada que esta Corte en la causa "Amerisseu (Fallos:
325:3514) declaró la competencia de los tribunales provinciales
para entender en un amparo contra la aplicación del artículo 156
de la Constitución de Salta a un juez de cámara provincial.
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En cuanto al fondo de la cuestión, la demandada sos-
tiene que la imparcialidad de los jueces y la necesidad consi-
guiente ~e independencia en su función no suponen necesariamente
la duración vitalicia en el cargo. Señala la demandada, al res-
pecto que ""el carácter vitalicio de los jueces no se encuentra,
como sugiere la actora, necesariamente relacionado con la ga-
rantía de independencia e imparcialidad del Poder Judicial. De
allí que los tratados internacionales de protección de los dere-
chos humanos, -de jerarquía constitucional, conforme el artículo
75, inciso 22 de la Constitución Nacional- [...] no consagren ...la
garantía de que los magistrados sean vitalicios. En efecto, se
consagra la necesidad de la 'independencia' e 'imparcialidad' de
los tribunales de justicia, pero ninguna disposición hace refe-
rencia a la permanencia ad vitam en los cargos judiciales como
requisito sine qua non para la correcta administración de justi-
cia" (fs. 107).

Aduce que el riesgo de manipulación del Poder Judi-
cial por parte del ejecutivo, no se ha traducido en hechos con-
cretos que hayan sido denunciados a la Federación denunciante.
El hecho que sí fue denunciado, el caso del juez Amerisse, rela-
cionado con el párrafo 3° del artículo 156, ha encontrado una
solución "por el conducto legalmente previsto por la Constitu-
ción de la Provincia, sin que tal procedimiento hubiera suscita-
do mengua alguna en la permanencia en el cargo o en el ejercicio
de sus funciones como Camarista" [El énfasis es original]. Sobre
la base de este y otros ejemplos, niega que en los hechos se
produzca un "inaceptable sometimiento" del Poder Judicial.
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Se opone a la procedencia de la acción declarativa
por cuanto el artículo 92 de la Constitución provincial estable-
ce una acción popular que permite plantear pretensiones como la
deducida por ~a actora, lo cual torna inadmisible que haya recu-
rrido a una acción que, por su naturaleza, reviste carácter sub-
sidiario y por ende supone la inexistencia de vías alternativas
para plantear la cuestión.

IV. A fs. 119/120 se rechaza la excepción de incompe-
tencia. A fs. 126 se confiere a las partes un traslado por su
orden a fin de que cada una se expida sobre la cuestión debati-
da, el que fue contestado a fs. 205/206 por la Federación Argen-
tina de la Magistratura y a fs. 209/211 por la Provincia de Sal-
ta.

V. A fs. 217/222 dictamina el señor Procurador Fiscal
subrogante.

Considerando:

1 0) Que la competencia originaria ha sido declarada
por esta Corte a fs. 27 Y 119, sin que nuevas circunstancias
justifiquen revisar la decisión sobre el punto.

2°) Que para un ordenado tratamiento de las cuestio-
nes que deben ser resueltas por el Tribunal, corresponde exami-
nar en primer lugar si, como lo pretende la Federación Argentina
de la Magistratura, su demanda constituye causa o caso conten-
cioso puesto que de ello depende la posibilidad de que los tri-
bunales de la Nación se encuentren habilitados para el ejercicio
del poder o jurisdicción asignado a esta rama del gobierno por
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la Constitución (artículo 116) y por una de las leyes fundamen-
tales que rigen su organización (ley 27, artículo 2°) Para el
examen de este presupuesto de la jurisdicción, el Tribunal no se
encuentra limitado por los desarrollos argumentativos de las
partes ni por su conformidad sobre el punto; los tribunales na-
cionales, de oficio y en cualquier etapa del proceso, han de re-
solver acerca del carácter justiciable de las pretensiones some-
tidas a su decisión (Fallos: 308:1489 y sus citas; 312:473;
318:1967; 325:2982; 330:5111; 332:1823), puesto que su ausencia
importa la cancelación de la potestad de juzgar
334:236)

(Fallos:

Asimismo, según lo ha declarado esta Corte, un presu-
puesto necesario para que exista un caso o controversia apta pa-
ra su resolución por los jueces de la Nación es la legitimación
procesal de la persona que ha promovido la acción (Fallos:
322:528; 323:4098), es decir, que se cumplan las condiciones ba-
jo las cuales esa persona puede presentarse ante los tribunales
como una de las partes de la controversia.

3°) Que, para justificar su legitimación activa, los
accionantes no han invocado ser titulares de un derecho propio,
es decir, de una relación jurídica sustantiva con la Provincia
de Salta en torno a la cual existe un litigio o controversia.
Para iniciar el proceso, dicen actuar en defensa de un bien co-
lectivo, en los términos del artículo 43 de la Constitución.

De acuerdo con esa disposición, en lo que aquí con-
cierne, la acción de amparo puede ser promovida "en lo relativo

a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al
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usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia

colectiva en general" por "el afectado, él defensor del, pueblo y

las asociaciones que propendan a esos fines, registradas confor-

me a la ley, la que determinará los requisi tos y formas de su

organización". De los sujetos que se hallan habilitados por esta
cláusula para iniciar la acción de amparo en defensa de los de-
rechos de incidencia colectiva, la Federación Argentina de la
Magistratura se incluye a si misma dentro de la categoria "aso-
ciaciones que propendan a esos fines" (fs. 19)

4°) Que en el precedente "Halabi" (Fallos: 332:111)
esta Corte explicó el significado de las distintas clases de de-
rechos y de los sujetos habilitados para promover la acción de
amparo reglada en el articulo 43 de la Constitución. Asi, las
demandas para la tutela de los derechos individuales, como re-
gla, solo pueden ser promovidas por sus titulares (salvo el caso
de los grupos de personas afectadas de manera homogénea), mien-
tras que para el amparo de derechos colectivos se admite la ini-
ciativa de sujetos tales como el defensor del' pueblo o las aso-
ciaciones que tengan ese objeto. El Tribunal dej ó asentado que
los derechos de incidencia colectiva mencionados en el articulo
43 de la Constitución tienen por objeto bienes colectivos, los
cuales son tales porque pertenecen a toda la comunidad, son in-
divisibles y no admiten exclusión alguna. Por esta razón, con el
objeto de reforzar su protección se concede una legitimación ex-
traordinaria, pero en ningún caso existe un derecho de apropia-,
ción individual sobre el bien; se trata de un bien que, como el
ambiente, es de naturaleza colectiva (cfr. considerandos 9° a
11) .
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5 0) Que por lo tanto cuando una asociación promueve
una acción de amparo en defensa de un bien colectivo e invoca
para ello la legitimación procesal especial reconocida en el
artículo 43 de la Constitución, debe identificar y describir de
manera clara y precisa cuál es el bien de carácter colectivo que
se encuentra lesionado o amenazado por aquellos sujetos contra
los cuales se dirige la demanda. Esta descripción deberá luego
ser comunicada por el juez actuante al Registro Público de Pro-
cesos Colectivos creado por la acordada 32/2014 de este Tribunal
(artículo 4°, inciso c, del reglamento).

Si el accionante no cumple satisfactoriamente con es-
ta carga, faltará el presupuesto básico para reconocerle, en el
caso, la legitimación procesal que el artículo 43 de la Consti-
tución otorga en general a las asociaciones que propenden a la
protección de los derechos de incidencia colectiva.

6°) Que, al respecto, debe decirse que la demanda no
contiene la descripción de un bien colectivo que, como el am-
biente, sea objeto de un derecho de incidencia colectiva.

La exigencia no se ve cumplida con la mención que
hace la parte actora a "la garantía del Juez independiente -cuyo
correlato es la garantía de su inamovilidad- constituye un bien
colectivo al que tiene derecho todo ciudadano de la República,
salvaguarda que, como tal, es indivisible y no admite exclusión
alguna" (fs. 19).

Sobre el punto, cabe recordar que, de la ampliación
de los sujetos legitimados por la reforma constitucional de
1994, no se sigue una automática aptitud para demandar, sin un
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examen previo de la existencia de una cuestión susceptible de
instar el ejercicio de la jurisdicción. Ello es así, en atención
a que no ha sido objeto de reforma la exigencia de que el poder
conferido a la Corte Suprema de Justicia y a los tribunalea in-
feriores de la Nación por los artículos 108, 116 Y 117 de la
Consti tución solo ha de ejercerse para la resolución de causas
o, en los términos del artículo 2° de la ley 27, de "casos con-
tenciosos" (Fallos: 337:627, 1447; 339:1223).

Una necesaria implicación del sistema así adoptado
por la Constitución es que las normas jurídicas son el fundamen-
to de las decisiones judiciales, pero no su objeto. Los jueces
nacionales no emiten declaraciones generales sobre la derogación
o imposición de normas, según lo ha sostenido el Tribunal desde
los días de su instalación en el año 1863 (cfr. Fallos: 1:28) .
Lo contrario implicaría la potestad de juzgar sobre tales normas
por sí mismas y no para la resolución de una causa o controver-
sia acerca de derechos individuales o colectivos. En el artículo
43, de modo coherente, la Constitución crea un sistema que tiene
por finalidad primordial el amparo de derechos, pero no concede
al Poder Judicial la potestad de erigirse en el juez de las nor-
mas jurídicas creadas de acuerdo con los procedimientos consti-
tucionalmente previstos.

7°) Por último, en la presente causa no se han invo-
cado, ni mucho menos acreditado, circunstancias de inusitada ex-
cepcionalidad que justifiquen excepcionar la doctrina que esta
Corte ha desarrollado a lo largo de su historia. Las normas de
la Constitución de Salta puestas en cuestión, según lo reconoce
la misma actora, han estado vigentes en dicha provincia, con di-
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versas variantes, desde 1929 (fs. 15). También se acepta en la
demanda que, en el pasado, normas constitucionales similares a
las que impugna han tenido vigencia en otras provincias (fs.
17). Es decir que no se trata en autos de evitar el quiebre im-
pensado de la Constitución provincial vigente, ni una alteración
ilegítima del procedimiento de reforma constitucional y tampoco
median circunstancias que por su inusitada excepcionalidad jus-
tifiquen apelar a un criterio igualmente excepcional para admi-
tir la legitimación procesal.

Por ello, y habiendo intervenido el señor Procurador Fiscal
subrogante se rechaza la demanda, con costas (art. 68 del Código
Procesal Civil y Comercial de la Nación). Notifíquese, comuní-
quese a la Procuración General y, oportunamente, archívese.
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Parte actora: Federación Argentina de la Magistratura, representada por sus
presidentes, doctores Abel Fleming y Víctor María Vélez, con el patrocinio le-
trado de los doctores Enrique Máximo Pita y Martín Ovejero Cornejo.

Parte demandada: Provincia de Salta, representada por sus Fiscales de Estado,
doctores Ricardo N. Casali Rey y Ramiro Simón Padrós, con el patrocinio letra-
do de los doctores Gonzalo Varela, Edgardo C. Martinelli y Pamela Calletti.
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